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Superintendencia de Industria y Comercio 

Esta Superintendencia realiza un seguimiento permanente a las iniciativas normativas y demás documentos con incidencia en las funciones1 que le han sido asignadas. En ese orden de ideas, y después de haber adelantado la revisión del documento 

referido en el asunto, consideramos necesario presentar los siguientes comentarios frente al artículo 1 del proyecto —con el cual se pretende modificar el artículo 2.2.3.7.13.9 del Decreto 1074 de 2015, eliminando nuestra participación en el 

Comité de Prácticas Comerciales—: Para empezar, el artículo 2.2.3.7.13.9. del Decreto 1074 de 2015, Decreto Único Reglamentario del Sector Comercio, Industria y Turismo, señala que el Comité de Prácticas Comerciales tiene la función de 

recomendar sobre los compromisos de precios, los resultados de investigaciones, imposiciones, supresiones, prórrogas o modificaciones de los “derechos antidumping”; estos son, tributos aduaneros a las importaciones con el objetivo de 

reestablecer las condiciones de competencia distorsionadas por el “dumping” 2 —este último concepto comporta una práctica de discriminación internacional de precios, según la ORGANIZACIÓN MUNDIAL DEL COMERCIO.

De acuerdo con lo anterior, esta Superintendencia encuentra que las decisiones sobre la imposición de “derechos antidumping” implican, entre otras cosas: (i) la verificación de una práctica anticompetitiva por parte de un importador y; (ii) la 

afectación directa sobre el precio, variable que determina el comportamiento de los agentes en el mercado4 . Con respecto a la práctica anticompetitiva por parte de un productor o exportador extranjero, el “dumping” puede generar un daño 

material a una determinada industria a través de una estrategia de precios predatorios5 . Esta estrategia consiste en la implementación de precios por debajo del precio de equilibrio, con el fin de excluir competidores en el mercado para 

posteriormente elevarlos nuevamente6 . Prácticas corregidas por los gobiernos a través de la imposición de derechos que incrementen los precios de importación, con el fin de proteger a los grupos de interés. Por consiguiente, es posible que las 

medidas “antidumping” generen riesgos para los consumidores en el mercado nacional7 , pues en general, las barreras al ingreso de productos del exterior fortalecen la posición de las industrias nacionales8 . Ahora bien, con el proyecto se pretende 

eliminar la participación de la Superintendente de Industria y Comercio o del Superintendente Delegado respectivo —según el asunto a tratar— como miembro del Comité de Prácticas Comerciales, manifestando que esta modificación es necesaria 

en tanto los asuntos valorados en dicho órgano colegiado hacen referencia a prácticas desleales de comercio internacional y no al mercado interno. Empero, en Sentencia T-492 de 1993 la CORTE CONSTITUCIONAL señaló la importancia de la libre 

competencia en el establecimiento de medidas “antidumping”, en los siguientes términos: “Las responsabilidades a que la Constitución condiciona la “libre competencia”, suponen en la práctica una serie de limitaciones a su ejercicio, que no se 

pueden desconocer porque de hecho se entra en el terreno de lo indebido, del abuso del derecho a competir, o si se prefiere, en el campo de la "competencia desleal". En este ámbito, se desplaza la lealtad por las maniobras deshonestas, el libre 

juego entre los competidores por las prácticas de mala fe, todo ello reñido, como es obvio, con la rectitud comercial (…) El dumping en el comercio internacional se presenta, cuando se introducen productos de otro país a un precio inferior al precio 

comparable de un producto similar destinado al consumo en el país exportador, y siempre que con ello se cause o amenace causar un perjuicio importante a una producción nacional ya existente o que retarde considerablemente la creación de una 

rama de la producción nacional. Dada la importancia que logró el tema de las prácticas restrictivas, y el efecto nocivo que ellas produjeron en el comercio nacional y en el desarrollo de las industrias locales, sobre todo de los países en desarrollo, se 

hizo necesario lograr un consenso a nivel internacional sobre las diferentes prácticas desleales, su incidencia y las posibles vías para contrarrestar su acción y los efectos dañinos en las economías afectadas. Este cometido se logró con la organización 

y funcionamiento del GATT, esto es, con el Acuerdo General de Aranceles Aduaneros y Comercio (…)”. (Subrayas propias). A partir del texto en cita se logra colegir el “dumping” como una práctica que puede causar un perjuicio determinante en la 

competencia de una determinada industria nacional. En lo que concierne a la variable precio, como se ha explicado previamente, las medidas “antidumping” tienen la probabilidad de incrementar los precios en el mercado doméstico9 , lo que 

tendría impactos en la competencia y en los consumidores. Ahora, las afectaciones sobre los mercados también dependen de la estructura de estos; ejemplo de ello es que cuando existe competencia imperfecta, una medida “antidumping” de 

fijación de cantidades podría mejorar el bienestar local y en cambio empeoraría de llegar a aplicarse un modelo de fijación de precios (tributos)10 . De acuerdo con lo anterior, si bien las decisiones que se toman en el marco del Comité de Prácticas 

Comerciales conciernen al comercio internacional, las medidas impuestas tienen afectaciones sobre el mercado doméstico, como lo es la eventual modificación de las cuotas de mercado de los agentes locales. A manera de ejemplo, es posible que la 

imposición de derechos “antidumping” en un mercado con un solo agente nacional, ocasione la retirada del agente extranjero, generando un mayor poder de mercado a la firma local, en comparación con el poder de mercado que ostentaba sin los 

derechos. Esta situación evidentemente es inherente a las funciones de esta Entidad como “Autoridad Nacional de Protección de la Competencia”, según establece el artículo 6 de la Ley 1340 de 200911 . Ahora bien, las distintas facultades de la 

Superintendencia le permiten contar con competencias para apoyar al Comité de Prácticas Comerciales a tomar la mejor decisión en la imposición de medidas antidumping, que beneficien tanto a la industria nacional como a los consumidores. En 

efecto, la Entidad dispone de conocimiento sobre el comportamiento de los mercados y de los consumidores. Así mismo, domina el contexto regulatorio de cada industria derivado de los análisis previos a los proyectos de regulación que realiza 

desde su función de abogacía de la competencia. Ahora bien, revisada tanto la parte considerativa del proyecto de acto administrativo como lo sustentado en el formato de memoria justificativa correspondiente, se logra advertir que la motivación 

propuesta para considerar dicho cambio, parte de la idea de que nuestras funciones no se relacionan directamente con las competencias asignadas al Comité de Prácticas Comerciales, sin ahondar en los análisis adelantados para llegar a esa 

conclusión. Frente a esto último, no sobra advertir que de acuerdo con el numeral 1 del artículo 2.1.2.1.6 del Decreto 1081 de 2015, Decreto Reglamentario Único del Sector Presidencia de la República, en la memoria justificativa —dentro del 

acápite concerniente a “los antecedentes y las razones de oportunidad y conveniencia”— se debe explicar “de manera amplia y detallada la necesidad de la regulación, su alcance, el fin que se pretende y sus implicaciones con otras disposiciones”. 

Sin embargo, esto no se desarrolla en mayor medida, pese a tratarse de aspectos relevantes para poder adelantar un análisis con mayor profundidad acerca de las motivaciones a partir de las cuales se consideraría procedente prescindir de la 

participación de esta Superintendencia, pese a ser la “Autoridad Nacional de Protección de la Competencia”; pues, como ha sido expuesto en líneas precedentes, las decisiones tomadas en el seno de dicho órgano colegiado tienen implicaciones 

directas sobre los mercados domésticos y los consumidores, cuya tutela administrativa es función de esta Entidad. Por lo anterior, consideramos que no se debe omitir nuestra participación en el Comité de Prácticas Comerciales y, más en cambio, 

agradecemos se nos ratifique en el marco del proyecto en cuestión.

No se acepta

Como se mencionó, las funciones que debe cumplir la Superintendencia de Industria y Comercio (SIC) como miembros del Comité no se relacionan 

directamente con las competencias asignadas a dicha Superintendencia. 

Sin embargo, la SIC sí cumple funciones relacionadas con las conductas atentatorias de la libre competencia en el mercado interno, lo cual se relaciona  

con las competencias asignadas al Comité de Prácticas Comerciales conforme con lo dispuesto en los artículos 2.2.3.7.13.9 y 2.2.3.9.11.9 del Decreto 

1074 de 2015, pero que tienen que ver con las prácticas desleales del comercio internacional.

Es decir, dicha relación se menciona con competencias paralelas, una correspondiente al mercado interno y otro al comercio internacional, lo cual no 

implica que la SIC desarrolle sus funciones en el ámbito propio de este último, argumentando posibles efectos en el mercado nacional y los 

consumidores. 

                                                                                                                                                                                                                                                          En efecto, las 

medidas de defensa comercial obedecen a un interés general distinto a los perseguidos por parte de la Autoridad Nacional de la protección de la 

competencia y derechos de los consumidores. Dicho interés se encuentra dispuesto en los artículos 2.2.3.7.1.4 y 2.2.3.9.1.4 del Decreto 1074 de 2015: 

                                                                                                                                                                                                                                              “ARTÍCULO 

2.2.3.7.1.4. Interés general. La investigación e imposición de derechos antidumping responden al interés público de prevenir y corregir la causación de 

un daño importante, la amenaza de un daño importante o el retraso importante en la creación de una rama de producción, siempre que exista relación 

con la práctica desleal de dumping.

 

Los derechos se imponen de manera particular sobre los productores y exportadores de un país y, eventualmente, respecto de un país.”

“Artículo 2.2.3.9.1.4. Interés general. La investigación e imposición de derechos compensatorios responden al interés público de prevenir y corregir las 

eventuales causas que generen un daño importante, de la amenaza del daño importante o del retraso importante en la creación de una rama de 

producción nacional, siempre que exista relación con importaciones subvencionadas, y aplican de manera general para cualquier importador de los 

productos sobre los que tales derechos recaen.”

Por lo tanto, el interés general perseguido en materia de defensa comercial consiste en corregir y prevenir el daño importante a una rama de 

producción nacional causado por una práctica desleal del comercio internacional, cosa distintas a los intereses perseguidos en materia de competencia 

interna y derecho de los consumidores.

Adicionalmente, los requisitos para la procedencia de medidas de defensa comercial son i) práctica desleal del comercio internacional, ii) daño 

importante de una rama de producción nacional, y iii) relación causal entre estos dos elementos, lo cual dista de los requisitos de procedencia para la 

aplicación de medidas en procura de la competencia interna y el derecho de los consumidores.  

Por tal motivo, se ha revaluado la presencia de la Superintendencia de Industria y Comercio en el Comité de Prácticas Comerciales, lo que justifica la 

decisión de modificar la configuración de dicho Comité para eliminar como miembro a la Superintendencia de Industria y Comercio (SIC), o el 

Superintendente Delegado.

Número de comentarios aceptados 0

Enlace donde estuvo la consulta pública https://www.mincit.gov.co/normatividad/proyectos-de-normatividad/proyectos-de-decreto-2023
Canales o medios dispuestos para la difusión del proyecto https://www.mincit.gov.co/
Canales o medios dispuestos para la recepción de comentarios

Resultados de la consulta
Número de Total de participantes 1
Número total de comentarios recibidos 1

Publicidad e informe de observaciones y respuestas d e los proyectos específicos de regulación

En cumplimiento del Decreto 1081 de 2015 artículo 2.1.2.1.14. Publicidad e informe de observaciones y respuestas de los proyectos específicos de regulación expedidos con firma del presidente de la República 

Datos básicos
Nombre de la entidad Ministerio de Comercio Industria y Turismo 

Responsable del proceso Ministerio de Comercio Industria y Turismo 

Fecha de finalización 15 de noviembre de 2023

Nombre del proyecto de regulación "Por el cual se modifica el artículo 2.2.3.7.13.9 del Decreto 1074 de 2015".
Objetivo del proyecto de regulación "Por el cual se modifica el artículo 2.2.3.7.13.9 del Decreto 1074 de 2015".
Fecha de publicación del informe 12/12/2023

Descripción de la consulta
Tiempo total de duración de la consulta: 15 días calendario
Fecha de inicio 01 de noviembre de 2023


